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ANEXO XLIII 


Reformas a los artículos 16, 25, 26, 27, 28 y 73 de la Constitución 
propuestas por Miguel de la Madrid en 1982 
(3 de diciembre de 1982) 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
«Cc. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. 


“Los principios del proyecto nacional que contiene la Constitución de 1917, en síntesis 
de las aspiraciones que el pueblo ha planteado, ratificado y desarrollado en su trayectoria 
hacia la integración de su nacionalidad, organización política y afirmación soberana. 
La Revolución y su Constitución recogieron y proyectaron las aspiraciones de libertad, 
independencia, democracia e igualdad en un conjunto coherente del cual se derivan los 
ordenamientos constitutivos de un nuevo Estado, una nueva forma de relación de éste 
con la sociedad, y de la nación con el mundo. 


“La Constitución estableció las bases para forjar la unidad cultural y política de la 
nación y de una democracia que contara con instituciones sólidas para conducir la 
transformación social y garantizar, en la libertad, el constante mejoramiento de las 
condiciones materiales y culturales del pueblo. A partir de este orden normativo México 
ha podido construir sus instituciones políticas que le darían viabilidad al proyecto 
nacional y crear los instrumentos de intervención del Estado en la economía para 
promover un desarrollo más acelerado y equilibrado de las fuerzas productivas, hacer 
frente a los impactos de las crisis económicas internacionales manteniendo la soberanía 
de la nación y dar sustento a un proceso de industrialización mediante la orientación, 
regulación y fomento de las actividades económicas. 


“La Constitución de 1917 aportó una nueva concepción de los fines del Estado. Es una 
norma integradora y programática que da al Estado la responsabilidad fundamental 
en la promoción del desarrollo integral de la colectividad. Por la naturaleza y las 
exigencias de la lucha revolucionaria, la preocupación central de los constituyentes de 
1917 fue establecer el esquema normativo de la organización y ejercicio del poder, y 
los principios que dieron sustento al nacionalismo, la democracia y la justicia social. 
Para ello, establecieron las directrices para logar la integración territorial y cultural 
de la nación, así como las bases para la ruptura de la economía de enclave que había 
fomentado el Porfiriato. En respuesta a la bandera inicial del sufragio efectivo y la 
no reelección, instituyeron los derechos políticos del régimen democrático. Para la 
realización de los propósitos sociales del pueblo se definieron los derechos a la tierra y 
a mejores condiciones de trabajo. 
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“Las condiciones de aquellas épocas, de exigencias sociales, de defensa de la nación 
y participación social y política, llevaron al constituyente a adoptar las decisiones 
políticas fundamentales sobre el régimen de propiedad y los derechos de las mayorías 
a participar en la vida política y social, con lo que definió visionariamente las 
orientaciones políticas y sociales del desarrollo económico. Estas decisiones políticas 
fundamentales se derivan, en línea directa, del Decreto Constitucional de Apatzingán, 
de la Constitución de 1857 y de las Leyes de Reforma que a lo largo de nuestra historia 
independiente han sido los ejes que han articulado la voluntad política de las mayorías 
de México. 


“A partir de estas orientaciones se fue dotando al Ejecutivo de los instrumentos de la 
rectoría conforme lo fueron exigiendo las realidades y los programas de los distintos 
gobiernos de la Revolución. Ello ha permitido conducir la acelerada modernización del 
país, en los principios democráticos y dentro de un equilibrio social y dinámico. 


“De principios de siglo xx a la novena década que se ha iniciado. México se ha 
transformado en todos sus órdenes. Ha ocurrido una transformación rural urbana, 
asociada a una acelerada industrialización, que ha modificado el tamaño, composición 
y localización de la población, el desarrollo de las regiones y la estructura productiva. 
La base de recursos naturales, de inversiones, de producción, de tecnología y de 
trabajo es radicalmente distinta, a pesar de la heterogeneidad que aún nos caracteriza. 
Las relaciones económicas de hoy, en relación al mundo y dentro de nuestro país, 
son mucho más complejas. La independencia de nuestros procesos productivos entre 
sectores y regiones es muy amplia, lo que lleva a efectos y reacciones en cadena ante 
los fenómenos económicos nacionales e internacionales. 


“La sociedad también ha cambiado. Las clases sociales y los diversos agrupamientos 
se han ampliado y fortalecido. El tejido social es hoy más rico y complejo. Existe ya 
un amplio y fuerte movimiento obrero, organizaciones campesinas, de clases medias, 
empresariales, de técnicos y profesionistas, cada vez más participantes interconectados 
en un sistema de comunicación nacional y con posibilidades crecientes para expresar 
sus puntos de vista. El país cuenta ya con mejores niveles de educación, y capacidad, 
con universidades, institutos y centros de investigación que benefician a millones de 
mexicanos. Los servicios de salud y seguridad social han aumentado las esperanzas 
de vida de la población. El régimen político ha ido ampliando paulatinamente la 
participación, se cuenta con partidos y organizaciones políticas que representan las 
principales corrientes ideológicas contemporáneas. 


“El Estado se ha modernizado. Ha habido un avance institucional para dar respuesta a 
los nuevos problemas del desarrollo. Su ámbito, instrumentos y dimensión han crecido. 
La formación profesional y política de los funcionarios y servidores públicos se ha 
transformado conforme a las necesidades y complejidad del Estado. Se ha dado en 
México una acelerada modernización. Sin embargo, ésta no ha podido resolver con 
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la celeridad necesaria los graves problemas de desigualdad social, de ineficiencia y 
baja productividad, de escasa competitividad de nuestros productos en el exterior y la 
generación de suficiente ahorro interno para financiar el desarrollo. 


“A pesar de los éxitos de la expansión de la producción y en la modernización general 
del país, el crecimiento ha traído costos y desequilibrios que debemos considerar. De 
1940 a fines de la década de los años cincuenta, el crecimiento de la producción estuvo 
acompañado de un financiamiento inflacionario que repercutió en los niveles de vida 
del campo y de las ciudades en formación y de un agudo desequilibrio externo. 


“Durante los años sesenta se pudieron encontrar formas de financiamiento externo de 
la expansión económica, se elevó el ingreso de los trabajadores organizados, pero no 

se atendió de manera suficiente al campo, a la generación de ahorro interno y a la 
red de infraestructura económico-social. Asimismo, por una falta de adecuación de 
nuestros instrumentos económicos a las necesidades de la competencia internacional, 
se desaprovechó el mayor período de auge y estabilidad del comercio internacional de 
la posguerra que permitió a varios países transformar sus estructuras industriales. 


“Con posterioridad se ha buscado corregir algunas de las consecuencias negativas 
del crecimiento con medidas que no han podido mantenerse a lo largo del tiempo y 
que para no incurrir en costos inmediatos han pospuesto las decisiones difíciles de 
reestructuración de nuestra organización económica y de sus fuentes de financiamiento. 
Los gobiernos han buscado superar algunos de estos desequilibrios, pero la propia 
dinámica del proceso, la ausencia de medidas correctivas consistentes y los impactos 
internacionales que se acentúan a partir de la crisis mundial de 1973 han impedido 
configurar una estrategia de desarrollo permanente que resuelva de manera estructural 
los principales desequilibrios económicos y sociales del país. 


“La agudización de estos fenómenos ha llevado a una situación crítica que pone en 
entredicho, no sólo la expansión económica, sino la viabilidad misma del proyecto 
nacional y las libertades democráticas que éste sintetiza. Existe una falta de adecuación 
entre el orden normativo y las nuevas exigencias del desarrollo integral que genera 
incertidumbre y obstaculiza el desarrollo. 


“Ante esta situación el país requiere asumir el problema de la definición del rumbo de la 
estrategia de desarrollo a partir de principios constitucionales del desarrollo económico 
nacional que actualicen y ordenen las atribuciones existentes, establezcan la seguridad 
jurídica y permitan romper con los principales obstáculos que en mayor medida limitan 
el cumplimiento de los fines de la nación. 


“Es necesario, para fortalecer la estructura constitucional del sistema económico de 


la nación, que ésta, de nuevo, se reencuentre en sus orígenes, reafirme sus orígenes, 
reafirme sus valores y recupere la esencia de la Constitución para que, sobre esas bases, 
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lleguemos a la síntesis de la orientación que nos dan nuestros valores con las necesidades 
de instrumentación. Sólo así podremos arribar a una nueva etapa de desarrollo en todos 
los órdenes de la vida nacional, sobre bases de seguridad jurídica, solidez, dinamismo, 
permanencia, eficiencia y mayor igualdad social. 


“En nuestro país ya en la época actual no es posible separar el ámbito de la economía 
del de la participación política y de los valores de la sociedad. La legitimidad, que 
en nuestro régimen deriva de su origen revolucionario y del proceso de renovación 
democrática de los poderes, está cada vez más relacionada con las apreciaciones de la 
sociedad sobre la capacidad del sector público para conducir con justicia y eficiencia 
el desarrollo integral. 


“Las bases institucionales y legales del desarrollo económico, en la tradición política 
de México y frente a las necesidades del futuro del país, han de quedar inscritas en 
nuestro texto constitucional. A pesar de la dinámica de los tiempos contemporáneos 
en donde unos cuantos años representan cambios sustantivos en la vida de la nación, 
el país necesita un horizonte más amplio que vaya más allá de la resolución de los 
problemas inmediatos y que sobre bases sostenidas de productividad e igualdad, 
permita la convergencia de los esfuerzos de los sectores de la economía mixta para 
afirmar la seguridad y la confianza en el desarrollo de la nación. 


“A diferencia de otras sociedades contemporáneas y sistemas políticos cuya capacidad 
de subsistencia depende del uso arbitrario de la fuerza, en México es posible, a través 
de la ley y del derecho —como expresión de voluntad política y de consenso— y de 
las acciones económicas y sociales consecuentes, ampliar la capacidad del Estado y 
de la sociedad para hacer frente a sus problemas más agobiantes, sobre la base de 
establecer las orientaciones para la transformación de la propia sociedad como única 
vía de solución efectiva de las crisis inmediatas y de reencuentro de nuestro modelo 
propio de desarrollo. 


“Sin dejar de reconocer la heterogeneidad de la sociedad mexicana es necesario 1r 
dando cauce a una creciente organización y participación de la sociedad civil en todos 
los procesos de la vida nacional. 


“Los principios constitucionales del desarrollo económico nacional que esta reforma 
propone, están referidos a la naturaleza y funcionamiento de nuestro sistema político 
que establece la Constitución. Estos son correspondientes con el régimen de propiedad 
y las formas de relación del Estado y la sociedad que ella determina, así como con 
nuevos mecanismos de participación social que llevan a fortalecer y perfeccionar 
nuestro régimen democrático. 


“Estos principios de filosofía política del desarrollo económico nacional son 
consecuentes con la esencia de la Revolución Mexicana, con la necesidad de un 
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desarrollo equilibrado y formas más modernas de organización económica, sin que se 
altere la estructura de nuestro orden normativo y constitutivo de gobierno. 


“La iniciativa de reformas se refiere a la rectoría del Estado y la economía mixta, 
establece un sistema de planeación democrática del desarrollo, fija bases para el 
desarrollo rural integral y una mejor justicia agraria, la definición precisa de las áreas 
reservadas exclusivamente al Estado y la función y desempeño de las instituciones, 
organismos descentralizados y empresas de participación estatal. 


“En las reformas se ordenan las atribuciones del Estado en materia de planeación, 
conducción, coordinación y orientación de la economía nacional, así como aquellas 
de regulación de fomento. De aprobarse esta iniciativa, por primera vez se contará 
con un conjunto explícito de atribuciones, consistente, definido en sus alcances, con 
instrumentos económicos perfeccionados y los fundamentos para llevar al derecho los 
nuevos conceptos económicos. 


“El Ejecutivo a mi cargo estima necesario adecuar, actualizar e incorporar los principios 
del desarrollo económico a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
los cuales quedarían contenidos en los artículos 25, 26, 27 y 28 de la Constitución. 


“Estas reformas y adiciones, junto con las principales atribuciones del Estado en 
materia económica, que se encuentran también consignadas en los artículos 3"., S*., 
31, 73, 74, 89, 115, 117, 118, 123, 131 y demás relativos de nuestra Ley Suprema, 
dotan al Estado mexicano de las bases constitucionales —en los casos que proceda— 
para la modernización de la legislación de fomento industrial, agrícola, minero, de 
aprovechamiento de los energéticos, ciencia y tecnología, pecuario, pesquero, forestal 
y de turismo; de los estatutos reguladores del comercio exterior y la política cambiaria, 
antimonopolios, de la inversión extranjera, la empresa transnacional, la adquisición 
de tecnología, así como la legislación sobre regulación del abasto y los precios, y la 
organización y defensa de los consumidores; también para el derecho penal económico 
y la legislación reglamentaria de la participación y gestión del Estado en la economía 
nacional. 


“Las disposiciones hasta hoy contenidas en los artículos 25 y 26, sobre la inviolabilidad 
de la correspondencia y el alojamiento del ejército en tiempos de guerra, pasarían al 
artículo 16 que contiene otras garantías de seguridad jurídica, sin alterar su texto ni la 
estructura de la Constitución. 


“Con la iniciativa de reformas al artículo 25 se establecen en un solo cuerpo de 
ideas los fines de la rectoría del Estado que derivan del propósito de garantizar que 
el desarrollo sea integral, que fortalezca la soberanía de la nación y su régimen 
democrático y que, mediante el fomento del crecimiento económico y el empleo y una 
más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad 
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y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuyo desarrollo y seguridad 
protege la Constitución. 


“Para llevar esos propósitos a la realidad se establecen y ordenan de manera explícita 
las atribuciones del Estado en materia económica, siempre referida al interés general y 
limitadas, estas atribuciones, por la propia Constitución y las leyes. Con ello se afirma 
el principio de legalidad en la función rectora del Estado y se le hace consistente con 
los instrumentos de la política económica y de la estrategia de desarrollo nacional. 


“En lo que concierne a la economía mixta mexicana se establece la ocurrencia del 
sector público, del sector social y del privado a los propósitos generales del desarrollo 
nacional incorporando a todas aquellas formas de actividad económica que contribuyen 
al desarrollo de la nación. 


“Para el sector público se establece que tendrá a su cargo exclusivo las dreas 
estratégicas que la Constitución especifica. Para fortalecer la sociedad y lograr el 
mejor cumplimiento de los fines de los organismos descentralizados y empresas que 
se sitúan en las áreas estratégicas, se considera necesario que la ley defina formas de 
participación social en éstas, conservando el Estado en todo tiempo el control sobre la 
conducción y operación de las mismas. En las áreas prioritarias el sector público podrá 
participar por sí o conjuntamente con el sector social y privado de acuerdo con la ley 
para impulsarlas y organizarlas. 


“Se consigna explícitamente al sector social como integrante fundamental de la economía 
mixta, con lo que se recoge una aspiración de las organizaciones sociales de México 
y se facilita el establecimiento de un nuevo equilibrio en la economía mixta para una 
difusión más amplia y directa de los beneficios del desarrollo nacional. Se compromete 
el apoyo del Estado y la sociedad bajo criterios de equidad y productividad a los ejidos, 
sindicatos, uniones, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, y en 
general empresas que pertenezcan mayoritariamente a los trabajadores. Con ello se 
crean mejores condiciones para su desenvolvimiento que fortalecen los propósitos 
sociales de la Revolución. 


“Al sector privado se le reconoce su función social así como la conveniencia de 
que existan condiciones favorables para el desenvolvimiento de la empresa privada, 
sujetando su desarrollo al interés público. 


“Con el nuevo artículo 25 se fijan, por tanto, con claridad los propósitos y la sujeción 
jurídica de los tres sectores al principio de legalidad, con lo cual se sientan las bases 
para reafirmar la certidumbre en el proceso de largo alcance en el desarrollo de la 
economía mixta mexicana y para la modernización de toda la legislación que regula 
la intervención del Estado en la economía. La rectoría del Estado clarifica y fortalece 
sus instrumentos para cumplir sus responsabilidades en la promoción del desarrollo. 
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Las definiciones relativas a la economía mixta delimitan y protegen las actividades 
económicas del sector social y del sector privado. 


“El artículo 26 establece explícitamente las facultades del Estado para planear el 
desarrollo nacional, actualmente implícitas en la propia Constitución y establecidas en 
leyes secundarias. Al recoger la Constitución los propósitos, atribuciones y las bases 
del sistema nacional de planeación democrática, y la participación de toda la sociedad 
hacia el desarrollo integral de la nación, que contemple el avance político, económico, 
social y cultural del pueblo de manera sólida, dinámica, permanente, equitativa y 
eficiente. 


“Para el fortalecimiento de nuestra democracia integral, se faculta al Ejecutivo para 
establecer los procedimientos de participación de los diversos sectores sociales en el 
proceso de planeación del desarrollo, con lo cual se amplía la participación del ámbito 
político electoral que canalizan los partidos y asociaciones políticos a formas de 
participación social y comunitaria que inciden directamente en la administración de los 
servicios públicos y en los programas de desarrollo. 


“Para evitar el incumplimiento de los planes, su dispersión, su falta de vinculación 
con los proyectos de inversión, su falta de oportunidad y las contradicciones entre 
los diversos programas, se establece la jerarquía orgánica del sistema nacional de 
planeación democrática a partir de un plan nacional de desarrollo único del cual han 
de derivar los programas sectoriales de la administración pública federal, fijándose la 
obligatoriedad en el cumplimiento de éstos para el sector público, la coordinación con 
las entidades federativas, la concertación e inducción a las acciones de los particulares, 
vinculando las decisiones generales con las decisiones específicas de inversión, así 
como su localización en el territorio. 


“Es así como el artículo 26 establece las bases normativas generales para la organización 
de un sistema propio y moderno de planeación que incorpore los criterios de formulación, 
instrumentación, control y evaluación del plan y de los programas. 


“Se introducen asimismo atribuciones explícitas del Congreso de la Unión en el proceso 
de planeación del desarrollo nacional. 


“Las nuevas fracciones XIX y XX que adicionan el artículo 27 tienen por propósito 
introducir el concepto de desarrollo rural integral, así como condiciones para una 
impartición expedita de la justicia agraria y el fortalecimiento de la seguridad jurídica 
en el campo. 


“Se mantienen todas las demás disposiciones y el texto del artículo 27, así como el 


número del mismo, ya que éste contiene las definiciones históricas fundamentales sobre 
el régimen de propiedad y las conquistas de la reforma agraria que, con estas adiciones, 
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habrán de ser enriquecidas al facilitarse la organización de la producción en el campo a 
partir del régimen de propiedad agraria que conquistó la Revolución Mexicana. 


“El artículo 28 se reforma y adiciona de acuerdo con la filosofía y los principios que se 
establecen en el artículo 25 que, a su vez, son correspondientes con la filosofía de todo 
el texto constitucional. Esta reforma ha sido planteada como necesaria para actualizarlo 
y hacerlo consistente en su orientación. 


“El texto vigente del artículo 28 protege fundamentalmente la libertad de industria, 
comercio y trabajo dentro del marco de una libre competencia que históricamente no se 
ha dado en nuestro país ni en ninguna otra realidad nacional. Ello no concuerda con la 
evolución de una economía que, si bien garantiza libertades económicas, está sujeta a 
relación social bajo la rectoría del Estado con estricto apego al principio de legalidad. 


“Se introduce ahora el concepto de práctica monopólica, sin quitarle fuerza a la 
prohibición anterior de los monopolios, para adecuar la regulación de la concentración 
y los nuevos fenómenos de oligopolio y para evaluar las consecuencias de la acción de 
las empresas en el bienestar de los ciudadanos y de los consumidores. 


“No se trata pues de volver a un mundo de productores individuales aislados, sino de 
establecer las bases normativas para regular los efectos nocivos de la acción de las 
concentraciones económicas y propiciar su fragmentación en todos aquellos casos que 
resulten perjudiciales para la sociedad, fortaleciendo al mismo tiempo a las medianas 
y pequeñas empresas, que junto con los consumidores resultan perjudicadas por las 
prácticas monopólicas. 


“De no adoptar una decisión realista y sustantiva para regular la concentración 
económica, el poder económico quedaría en unas cuantas manos, distanciándose 
y haciéndose depender las principales decisiones de la voluntad de unos cuantos 
individuos. Ello generaría condiciones de polarización sin capacidad de transformación 
social de deficiencia y costos crecientes para la sociedad. 


“El país requiere eliminar concertaciones injustificadas en la economía, romper 
situaciones de monopolio, dar mayores oportunidades a la iniciativa personal de los 
mexicanos y difundir y multiplicar la propiedad sin dejar de adoptar las formas de 
organización e incorporación de innovaciones tecnológicas que sean más adecuadas 
para los propósitos nacionales. 


“Se introducen las bases para regular el abasto y los precios, así como para imponer 
aquellas limitaciones que eviten intermediaciones innecesarias o excesivas que provocan 
el alza de los precios. Se sientan las bases jurídicas para la vital modernización del 
comercio interno. 
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“Se introduce la protección de los consumidores propiciando su organización. 


“Se especifican las actividades que tendrá a su cargo el Estado, las cuales no serán 
sujetas a concesión. Con ello se delimita con precisión el ámbito exclusivo del sector 
público, y los alcances de la participación del Estado. 


“Se fundamenta la existencia de instituciones, organismos y empresas que requiera el 
Estado para su eficaz desempeño en las áreas estratégicas y de carácter prioritario. 


“En relación a la reforma que prohíbe la concesión a particulares de los servicios 
bancarios se mantiene su texto actual. 


“Se mantiene la protección a las asociaciones de trabajadores y de cooperativistas así 
como a los autores y artistas para que no estén sujetos a las prohibiciones que rigen 
para los monopolios. 


“Se hace explícito el régimen de concesiones para la prestación de servicios públicos, 
o la explotación, uso y aprovechamiento de los bienes dominio de la Federación, así 
como las modalidades y condiciones que aseguren la eficacia de la prestación de los 
servicios públicos y la utilización social de los bienes dominio de la Federación, y los 
criterios para evitar fenómenos de concentración que contraríen el interés público. 


“Se sujetan los regímenes de servicio público a la Constitución y la ley. 


“Finalmente se fijan normas para reglamentar sobre bases de interés general y social el 
otorgamiento de subsidios. 


“El artículo 73 es adicionado con fracciones que hacen explícitas las facultades del 
Congreso para expedir leyes sobre las nuevas materias objeto de la reforma, así como 
aquéllas tendientes a la promoción de la inversión mexicana, la regulación de la inversión 
extranjera, sobre transferencia de tecnología y generación, difusión y aplicación de los 
conocimientos científicos y tecnológicos que requiere el desarrollo nacional. 


“Las elecciones federales de 1982 indicaron a ese H. Congreso y a este titular del 
Poder Ejecutivo que son las fuerzas que se aglutinan en torno a los principios de la 
Constitución y en torno a un programa viable de democratización integral, las que 
cuentan con el voto mayoritario y el respaldo de una amplia coalición de fuerzas 
políticas democráticas. El país se opone a la violencia pero desea el cambio dentro de la 
ley. Por un largo tiempo ha manifestado a través de los distintos medios a su alcance su 
voluntad para la transformación de la sociedad a través del Derecho y la modernización 
de sus instituciones. 
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“De ser aprobada la iniciativa de reformas y adiciones a la Constitución por el 
Constituyente Permanente, se establecerán las bases jurídicas e institucionales de 
una estrategia de desarrollo integral de la nación que, en 1917, fue planteada en sus 
grandes propósitos y que, en la actualidad, requiere ser precisada e instrumentada en un 
conjunto normativo consistente con los valores del proyecto nacional. 


“Lo que está de por medio es afirmar las bases para la modernización democrática y 
la transformación económica de México, removiendo los obstáculos estructurales que 
podrían llevar a un largo período de estancamiento, ineficiencia e injusticia. Nuestra 
modernización no busca repetir el camino de los países hoy industrializados, sino que 
se formula a partir de la identidad nacional. Requiere para ser eficaz en el contexto de 
fuerzas e intercambios que determine la escena mundial, encontrar bases de solidaridad 
y previsión de rumbos para la acción de los tres sectores de la economía mixta bajo la 
rectoría del Estado. 


“Establecer las bases normativas e institucionales no resuelve por sí los graves 
problemas económicos que vive México en el momento actual. Pero coadyuvará de 
manera sustantiva a que la dirección de la política económica y de la estrategia de 
desarrollo, así como de la planeación democrática, se enmarque en nuestro sistema de 
economía mixta y establezca con claridad los derechos de la sociedad, y la seguridad 
jurídica en la economía. 


“De acuerdo con las ideas antes expuestas y en ejercicio de la facultad que al 
Ejecutivo Federal confiere el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por el digno conducto de ustedes, me permito someter 
a la consideración del H. Congreso de la Unión la presente iniciativa de reformas y 
adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los siguientes 
términos: 


“Artículo Primero.- Se adicionan dos párrafos al Artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, como sigue: 


“Artículo 16.- La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas, estará 
libre de todo registro y su violación será penada por la ley. 


“En tiempo de paz ningún miembro del ejército podrá alojarse en casa particular contra 
la voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiempo de guerra los militares 
podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras prestaciones, en los términos que 
establezca la ley marcial correspondiente. 


“Artículo Segundo.- Se modifica el artículo 25 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 


DR O 2011, Instituto Nacional de Administración Pública 


Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http: //biblio.juridicas.unam.mx 


Alejandro Carrillo Castro 617 


“Artículo 25.- Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar 
que éste sea integral, que fortalezca la soberanía de la nación y su régimen democrático 
y que, mediante el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa 
distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad 
de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución. 


“El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, 
y llevará a cabo la regulación y fomento de las actividades que demande el interés 
general en el marco de libertades que otorga esta Constitución. 


“Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector 
público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad 
económica que contribuyan al desarrollo de la nación. 


“El sector público tendrá a su cargo de manera exclusiva las áreas estratégicas definidas 
por esta Constitución. Para un mejor cumplimiento de sus fines, la ley precisará formas 
de participación social en estas áreas, conservando el Estado en todo tiempo el control 
sobre su conducción y operación. 


“Asimismo, podrá participar por sí o con los sectores social y privado, de acuerdo con 
la ley, para impulsar y organizar las áreas prioritarias del desarrollo. 


“Bajo criterios de equidad social y productividad se apoyará e impulsará al sector social 
y al sector privado de la economía, sujetándolos, junto con las actividades económicas 
que realiza el Estado, a las modalidades que dicte el interés público y al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos, cuidando su conservación y el medio ambiente. 


“La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la 
actividad económica del sector social, de los ejidos, organizaciones de trabajadores, 
cooperativas, comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente 
a los trabajadores y, en general, de todas las formas de organización social para la 
producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios. 


“La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y 
proveerá las condiciones para el desenvolvimiento de la empresa privada en los 
términos que establece la Constitución. 


“Artículo Tercero.- Se modifica el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 


“Artículo 26.- El Estado organizará un sistema de planeación democrática del desarrollo 


nacional que imprima solidez, dinamismo, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 
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“Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constitución determinarán los 
objetivos de la planeación. La planeación será democrática. Mediante la participación de 
los diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y demandas de la sociedad para 
incorporarlo al plan y los programas en desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo 
a que se sujetarán obligatoriamente los programas de la administración pública federal. 


“La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los procedimientos de participación 
y consulta popular en el sistema nacional de planeación democrática, y los criterios 
para la formulación, instrumentación, control y evaluación del plan y los programas de 
desarrollo. Asimismo, determinará los órganos responsables del proceso de planeación 
y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine mediante convenios con los gobiernos 
de las entidades federativas e induzca y concierte con los particulares las acciones a 
realizar para su elaboración y ejecución. 


“El Ejecutivo Federal informará al Congreso de las Unión de los criterios que sirvan 
de base al Plan Nacional de Desarrollo con el fin de que los considere al ejercer sus 
atribuciones constitucionales. 


“Artículo Cuarto.- Se adiciona el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, con las fracciones XIX y XX, como sigue: 


“XIX. Con arreglo a esta Constitución, el Estado dispondrá las medidas que requiera 
el auxilio legal a los ejidatarios y comuneros en los procedimientos agrarios, 
la impartición expedita y honesta de la justicia agraria y la seguridad jurídica 
de la tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad. 


“XX. El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral, con 
el propósito de generar empleo y de garantizar el acceso de la población 
campesina al bienestar y su justa incorporación en el desarrollo nacional. 
Asimismo, fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el mejor uso 
de la tierra, con obras de infraestructura, insumos, crédito y servicios de 
capacitación y extensionismo. 


“Con sujeción a este artículo, el Estado, impulsará a la organización para la producción, 
industrialización y comercialización que requiera la economía nacional y el beneficio 
de los campesinos. 


“Artículo Quinto.- Se modifica el artículo 28 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 


“Artículo 28.- En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, 
las prácticas monopólicas, los estancos y las exenciones de impuestos en los términos 
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y condiciones que fijan las leyes. El mismo tratamiento se dará a las prohibiciones a 
título de protección a la industria. 


“En consecuencia, la ley castigará severamente, y las autoridades perseguirán con eficacia, 
toda concentración o acaparamiento en una O pocas manos de artículos de consumo 
necesario y que tenga por objeto obtener el alza de los precios; todo acuerdo, procedimiento 
o combinación de los productores, industriales, comerciantes o empresarios de servicios, 
que de cualquier manera hagan, para evitar la libre concurrencia o la competencia entre 
sí y obligar a los consumidores a pagar precios exagerados y, en general, todo lo que 
constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas determinadas 
y con perjuicio del público en general o de alguna clase social. Las leyes fijarán bases para 
que se señalen precios máximos a los artículos, materias o productos que se consideren 
necesarios para la economía nacional o el consumo popular, así como para imponer 
modalidades a la organización de la distribución de esos artículos, materias o productos, 
a fin de evitar que intermediaciones innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia en 
el abasto, así como el alza de precios. La ley protegerá a los consumidores y propiciará su 
organización para el mejor cuidado de sus intereses. 


“No se constituirán monopolios los establecidos en esta Constitución en favor del 
Estado. 


“Son actividades estratégicas a cargo exclusivo del Estado: 


a) Acuñación de moneda; 

b) correos; 

c) telégrafos, radiotelegrafía y la comunicación vía satélite; 

d) emisión de billetes por medio de un solo Banco que controlará el gobierno 
federal; 

e) petróleo y los demás hidrocarburos; 

f) petroquímica básica; 

g) explotación de minerales radiactivos y generación de energía nuclear; 

h) electricidad; 

1) ferrocarriles, y 

3) el resto de las actividades que esta Constitución le confíe expresamente. 


“Se exceptúa también de lo previsto en la primera parte del primer párrafo de este 
artículo la prestación del servicio público de banca y de crédito. Este servicio será 
prestado exclusivamente por el Estado a través de instituciones, en los términos 
que establezca la correspondiente ley reglamentaria, la que también determinará las 
garantías que protejan los intereses del público y el funcionamiento de aquéllas en 
apoyo de las políticas de desarrollo nacional. El servicio público de banca y crédito no 
será objeto de concesión a particulares. 


DR O 2011, Instituto Nacional de Administración Pública 


Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx http: //biblio.juridicas.unam.mx 


620 Tomo HI. Volumen 2. Génesis y Evolución de la Administración Pública Federal Centralizada 


“El Estado contará con los organismos y empresas que requiere para la eficaz explotación 
de las actividades estratégicas a su cargo y en las de carácter prioritario donde, de 
acuerdo con las leyes, participe por sí o con los sectores social y privado. 


“No constituyen monopolios las asociaciones de trabajadores formadas para proteger 
sus propios intereses y las asociaciones o sociedades cooperativas de productores 
para que, en defensa de sus intereses o del interés general, vendan directamente en 
los mercados extranjeros los productos nacionales o industriales que sean la principal 
fuente de riqueza de la región en que se produzcan o que no sean artículos de primera 
necesidad, siempre que dichas asociaciones estén bajo vigilancia o amparo del gobierno 
federal o de los estados, y previa autorización que al efecto se obtenga de las legislaturas 
respectivas en cada caso. Las mismas legislaturas, por sí o a propuesta del Ejecutivo 
podrán derogar, cuando así lo exijan las necesidades públicas, las autorizaciones 
concedidas para la formación de las asociaciones de que se trata. 


“Tampoco constituyen monopolios los privilegios que por determinado tiempo se 
concedan a los autores y artistas para la producción de sus obras y los que para el uso 
exclusivo de sus inventos, se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna 
mejora. 


“El Estado, ajustándose a las leyes, podrá en caso de interés general, concesionar la 
prestación de servicios públicos o la explotación, uso y aprovechamiento de bienes de 
dominio de la federación, salvo las excepciones que las mismas prevengan. Las leyes 
fijarán las modalidades y condiciones que aseguren la eficacia de la prestación de los 
servicios y la utilización social de los bienes, y evitarán fenómenos de concentración 
que contraríen el interés público. 


“La sujeción aregímenes de servicio público se apegará alo dispuesto por la Constitución 
y sólo podrá llevarse a cabo mediante ley. 


“Se podrán otorgar subsidios a actividades prioritarias, cuando sean generales, de 
carácter temporal y no afecten sustancialmente las finanzas de la nación. El Estado 
vigilará su aplicación y evaluará los resultados de ésta. 


“Artículo Sexto.- Se adiciona el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, con las fracciones XXIX-D; XXIX-E y XXIX-F, como sigue: 


“XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional del desarrollo econó- 
mico y social. 


“XXIX-E. Para expedir leyes para la programación, promoción, concertación y 
ejecución de acciones de orden económico, especialmente las referentes 
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al abasto y otras que tengan como fin la producción suficiente y oportuna 
de bienes y servicios, social y nacionalmente necesarios. 


“XXIX-F. Para expedir leyes tendientes a la promoción de la inversión mexicana, 
la regulación de la inversión extranjera, la transferencia de tecnología y 
la generación, difusión y aplicación de los conocimientos científicos y 
tecnológicos que requiere el desarrollo nacional”. 
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